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Traemos de nuevo este asunto a colación porque se ha iniciado una nueva legislatura en el país en la que 
anuncia la posibilidad de modificar la normativa en materia educativa. Recordemos que desde la entrada en 
vigor de la Constitución española se han promulgado ya muchas leyes orgánicas reguladoras del derecho 
a la educación, cada una de las cuales ha venido a modificar, con mayor o menor intensidad, el sistema 
educativo anterior, estableciendo unos periodos de adaptación e implantación que, en algunos casos, ni 
siquiera se han podido cumplir al ser derogados antes de su puesta en funcionamiento. Comprobamos 
como con cada nueva norma educativa, fruto de la legítima alternancia política, se cambian los objetivos, la 
organización, los principios pedagógicos, o los sistemas de evaluación de cada una de las distintas etapas 
educativas.

Ocurre, sin embargo, que la implantación de un sistema educativo es una ardua labor que requiere un 
periodo de tiempo de adaptación mínimo para su puesta en práctica y para valorar sus resultados. 

La Educación no solo es un elemento para la satisfacción de las necesidades de formación para el libre 
desarrollo de las personas sino también un factor que contribuye al desarrollo social y económico de los 
países. Pero a pesar de este criterio comúnmente compartido sobre la trascendencia de la Educación, hemos 
de lamentarnos de que hasta la fecha no haya resultado posible alcanzar un acuerdo sobre esta materia. 

Este acuerdo o pacto no es tarea fácil, sobre todo teniendo en cuenta que ese sistema educativo estable por 
el que venimos abogando ha de surgir inexcusablemente del consenso de las distintas fuerzas políticas con 
responsabilidades en el ámbito estatal y autonómico, conforme al vigente marco competencial establecido 
en nuestra Constitución española. 

1.4.2 Análisis de las quejas admitidas a 
trámite: Enseñanzas no universitarias
1.4.2.1 Educación Infantil 0-3 años
Durante años el principal problema suscitado en el Primer Ciclo de la Educación Infantil (0-3 años) ha venido 
siendo el importante desfase entre el número de plazas ofertadas por la Administración educativa y las 
demandadas de las familias, siendo las primeras siempre insuficientes. Esta circunstancia daba origen a la 
presentación de un ingente número de reclamaciones. 

Por el contrario, el número de quejas en los últimos ejercicios, y con mayor intensidad en 2015, ha descendido 
significativamente al haber desaparecido esa diferencia entre la oferta y la demanda de plazas. Ahora bien, 
la razón de ello no se encuentra en el incremento de este tipo de recurso sino en que paulatinamente, a 
medida que han ido pasando los años instalados en la actual situación de crisis económica, ha disminuido 
el número de familias que, por desgracia, al encontrase uno o ambos progenitores sin ocupación laboral, 
han dejado de requerir dicho servicio de atención socioeducativa tan beneficioso para sus hijos pequeños 
al posibilitarle un mejor desarrollo integral a través del aprendizaje y del contacto social con iguales. 

Algunas familias han optado de “motu propio” no solicitar una plaza con el propósito de dedicarse al cuidado 
de los menores por tener ahora tiempo para ello al no desempeñar ninguna actividad laboral, pero es cierto 
que aquellas otras que aún en esas circunstancias sí la solicitaron porque prefieren, sin embargo, que sus 
hijos reciban dicha atención socioeducativa, se les desestima su petición por no obtener la puntuación 
necesaria en los procesos de baremación de solicitudes. Recordemos que el hecho de que los padres realicen 
una actividad laboral es uno de los criterios de prioridad establecidos en el procedimiento de escolarización 
cuando en el centro docente solicitado se han presentado más solicitudes que plazas existentes. 

En estos últimos casos, además, se argumenta por los afectados el que estando entonces, de esta manera, 
“obligados” a ocuparse de la prole por no poder llevarlos a un centro o escuela infantil, esta misma 
circunstancia les impide realizar una búsqueda activa de empleo. 
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Esta misma coyuntura, es decir, la merma de los ingresos de la unidad familiar como consecuencia de la 
inexistencia de renta por trabajo, es la que provoca que se hayan seguido planteando quejas relativas a la 
discrepancia con el cálculo de las bonificaciones a aplicar en los precios públicos establecidos para una 
de estas plazas de atención socioeducativa (queja 15/2034, queja 15/3064, queja 15/3185, entre otras).

Familias que hasta hace poco tiempo contaban con una economía perfectamente saneada, ahora no 
pueden hacer frente al pago de unas cuotas que, calculadas conforme a las rentas obtenidas dos años 
atrás, reflejan bien poco la realidad económica del momento en el que se intenta obtener la plaza para 
el menor en un centro o escuela infantil. Se trata éste de un asunto que continúa siendo una asignatura 
pendiente de resolver por la Administración educativa, y sobre el que esta Defensoría seguirá insistiendo 
hasta encontrar una solución más justa y equitativa para las familias.

Por otro lado, el funcionamiento presuntamente irregular en algún centro o escuela donde se ofrece 
este servicio ha suscitado las quejas de padres y madres.

A título de ejemplo citamos la reclamación de una familia que debió abonar unas cantidades -al parecer 
no justificadas- a la dirección del centro escolar para formalizar la matrícula. Ante la ilegalidad de dichos 
cobros, muchos padres se negaron a su pago. De esta manera, comenzado el curso escolar, las aulas se 
habían organizado de forma que en unas se encontraban los niños y niñas cuyos progenitores habían 
pagado, y en otras aquellos otros cuyos progenitores no lo habían hecho. Asimismo, con igual criterio, 
en horario obligado de atención socioeducativa, unos niños podían disfrutar de determinados servicios y 
actividades y otros no. 

Esta denuncia originó la intervención del Servicio de Inspección educativa y la constatación de que las 
prácticas denunciadas suponían el incumplimiento grave de las obligaciones derivadas del convenio suscrito 
entre la titularidad del centro y la Administración, por lo que se propuso la extinción de dicho convenio.

A pesar de lo cual, el curso llegó a su fin y en la programación realizada para el mes de julio se habían 
incluido actividades de la que tan solo podrían disfrutar, una vez más, aquellos alumnos y alumnas cuyos 
padres habían pagado las cantidades exigidas por el centro. Las familias expresaban su sensación de 
indefensión y desamparo ante unos hechos que habían sido denunciados casi al inicio del curso y que 
persistían a su conclusión. No fue hasta el inicio del siguiente curso escolar cuando el problema se resolvió 
satisfactoriamente (queja 15/890).

1.4.2.2 Escolarización del alumnado
La tendencia iniciada años atrás respecto de la disminución de la conflictividad en los procesos de 
escolarización ha continuado en 2015 en casi todas las provincias andaluzas. Si bien las quejas por 
fraude en la escolarización no han desaparecido totalmente, su sensible disminución pone de manifiesto que 
parece haber quedado lejos aquella época en la que las familias contrataban hasta detectives para demostrar 
que otros padres habían introducido datos falsos a fin de conseguir plaza en un determinado colegio. 

Es un hecho que el cambio de criterios en la baremación de las solicitudes, y una mayor concienciación 
de los padres acerca de la penalización por los engaños, ha provocado que cada vez sean menos quienes 
decidan emprender un camino que puede terminar en la pérdida de todos los derechos del alumno o 
alumna a ser escolarizado en el centro docente que le corresponde, lo que, en definitiva, perjudica al 
menor directamente.

Debemos recordar que los mayores fraudes se cometían en los datos relativos a la domiciliación, tanto 
familiar como laboral, criterio que hasta hace pocos años aportaba la mayor puntuación en caso de tener 
que baremar a los aspirantes al ser mayor la demanda que la oferta en un centro educativo. Esta práctica 
perdió virtualidad cuando se modificó la normativa sobre escolarización y la reagrupación familiar pasó a 
ser la circunstancia mayor valorada respecto de la cual es casi imposible defraudar.
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